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ACCIÓN DE TUTELA CONTRA PARTICULARES / COMPETENCIA DE LOS JUECES MUNICIPALES. [E]l artículo 1° del Decreto 1983 de 2017, el cual quedó del siguiente tenor: “1. Las acciones de tutela que se interpongan contra cualquier autoridad, organismo o entidad pública del orden departamental, distrital o municipal y contra particulares serán repartidas, para su conocimiento en primera instancia, a los Jueces Municipales […]” -negrillas de la Sala- (…) Por lo anterior, en atención a la naturaleza de la entidad y el domicilio de la parte accionante, no cabe duda que en el presente asunto la autoridad competente para conocer de la tutela impetrada eran los Juzgados Municipales de Pereira, razón por la cual, lo procedente será declarar la nulidad de lo actuado por el Juzgado Sexto Penal del Circuito de Pereira (Rda.), sin perjuicio de las pruebas allí practicadas, y, en consecuencia, se ordenará la remisión del expediente a la Oficina Judicial para su reparto entre los Juzgados Municipales de esta capital.
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       SALA de decisión PENAL

             Magistrado Ponente 

     JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, dieciocho (18) de enero de dos mil dieciocho (2018)

                                                                 Acta de Aprobación N° 008
                                                   Hora: 10:00 a.m.
1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este proveído la impugnación interpuesta por el apoderado General de Seguros del Estado S.A., contra la sentencia proferida por el Juzgado Sexto Penal del Circuito de Pereira (Rda.), con ocasión de la tutela instaurada mediante apoderado por la señora PAULA ANDREA LÓPEZ ÁVILA.
2.- DEMANDA 

Informa el apoderado de la señora LÓPEZ ÁVILA que la misma sufrió un accidente de tránsito en mayo 2 de 2017, al ser atropellada por otro vehículo cuando conducía la motocicleta de placas VWZ-18D, la cual contaba con SOAT de la compañía Seguros del Estado. Por ello le fue otorgada una incapacidad médico legal definitiva de 80 días y secuelas de carácter permanente, sin que luego de tal hecho haya podido laborar, y además carece de medios económicos para pagar la calificación de pérdida de capacidad laboral que necesita y por ende exige que la misma sea costeada por dicho SOAT.
Solicita se tutelen sus derechos a  la vida en conexidad con la salud, la seguridad social e integridad física y en consecuencia se le ordene a Seguros del Estado que  costee el estudio de la pérdida de su capacidad laboral.
3.- TRÁMITE Y FALLO 
3.1.- Una vez admitida la demanda de tutela el juez de primer nivel corrió traslado a Seguros del Estado, cuyo apoderado General se pronunció de la siguiente manera:

(i) no se halló solicitud alguna por parte de la accionante; (ii) Seguros del Estado cubrió el valor de los gastos médicos, quirúrgicos y hospitalarios prestados a la señora PAULA LÓPEZ; (iii) Seguros del Estado es una entidad de derecho privado, cuya actividad se resume en seguros generales y por ende no es una empresa del Sistema General de Seguridad Social. Y en materia de SOAT solo es un administrador de recursos siempre y cuando el hecho devenga de un accidente de tránsito; (iv) la calificación de pérdida de capacidad laboral solo es facultad de las Compañías de Seguros que asuman riesgo de invalidez y muerte, que es distinto al reconocimiento de una incapacidad permanente por el tema del SOAT; (v) además de hacer alusión a la normativa que rige el SOAT, refiere que el artículo 41 del Decreto 019 de 2012 señala cuales son las autoridades competentes para realizar los dictámenes de pérdida de capacidad labora; en consecuencia, de ordenársele a dicha aseguradora que proceda de tal manera sería imponerles una función que no les está atribuida; (vi) el Decreto 1352 de 2013 asignó la responsabilidad del pago a las ARL, o a la administradora de pensiones, y las aseguradoras asumirán los honorarios de las Juntas de Calificación de Invalidez por solicitud de las entidades financieras, las mismas aseguradoras, lo que no se ha presentado en este caso; (vii) no existe norma alguna que le asigne a la aseguradora la obligación de cubrir tal costo y por ende deben despacharse negativamente las peticiones en tal sentido; (viii) la tutela es un mecanismo de carácter residual y subsidiario y se puede utilizar ante la amenaza de derechos fundamentales y por ende debe agotarse inicialmente las instancias ordinarias, ya que no pueden reemplazarse los mecanismos de defensa establecidos por el legislador, y (ix) pide se declare improcedente la tutela al no vulnerar derecho alguno o en forma subsidiaria y de ser un fallo adverso, se le permita afectar el amparo de la incapacidad permanente y descontar de dicha suma al costo de la valoración por parte de la referida Junta.
3.2.- Agotado el procedimiento a seguir en sentencia de noviembre 23 de 2017 y dentro del término constitucional, el juzgado de instancia profirió sentencia por medio de la cual tuteló el derecho fundamental a la seguridad social de la señora PAULA ANDREA LÓPEZ ÁVILA y le ordenó a Seguros del Estado S.A. que dentro de las 48 horas siguientes realizara los trámites tendientes a cancelar los honorarios a la Junta Regional de Calificación de Invalidez, para que la misma pueda ser objeto de valoración de pérdida de capacidad laboral.

4.- IMPUGNACIÓN

Inconforme con lo decidido, el apoderado judicial informa lo siguiente: (i) el examen ante la Junta Regional de Calificación de Invalidez no está amparado por el SOAT y lo señalado por el Juzgado es una interpretación errada del artículo 142 del Decreto 19 de 2012, ya que corresponde al I.S.S., hoy COLPENSIONES, a las ARP, a las compañías de seguros que asumen los riesgos de invalidez y muerte y a las EPS determinar en una primera oportunidad la pérdida de capacidad laboral, dentro de las cuales no se encuentran las compañías de seguros que administran el SOAT; (ii) el artículo 17 de la Ley 1532 de 2012 establece quienes deben asumir el pago de dicha valoración y por ende la actora debe solicitar al fondo de pensiones a la que esté afiliada, emitir tal dictamen; (iii) aunque el SOAT integra el sistema de seguridad social, lo hace desde el punto de vista indemnizatorio para proteger los daños corporales causados en accidentes de tránsito y cuyas coberturas están expresamente señaladas por los Decretos 663/93, 3990/07, 056/15 y 780/16, sin que sea posible reconocer sumas diferentes a las fijadas de manera legal; (iv) pide se revoque la decisión y se decrete improcedente el amparo, ya que este tipo de controversias deben ser resultas por los mecanismos ordinarios, los cuales no han sido empleados en este caso y por ende la acción no está llamada a prosperar.
5.- Para resolver, se CONSIDERA

Existe competencia funcional para decidir la impugnación incoada contra la sentencia proferida por el Juzgado sexto Penal del Circuito de Pereira (Rda.), de conformidad con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591/91 y 1º del Decreto 1382/00; sin embargo, analizada con detenimiento la actuación surtida, se observa que no es posible desatar la impugnación formulada y en su defecto la Sala debe pronunciarse acerca de una irregularidad procesal presentada en desarrollo del trámite adelantado en el juzgado de primer grado, quien asumió el conocimiento del asunto, sin tener competencia para ello.

El debido proceso constituye un conjunto de garantías fundamentales que deben respetarse en toda causa, trámite, juicio y actuaciones administrativas, asistiéndole el derecho a las partes, y demás personas que tengan interés legítimo de intervenir, a elevar solicitudes, aducir pruebas y controvertir las allegadas, postulados estos que están consagrados como derecho fundamental en el artículo 29 de la Constitución Política, y no obstante que a la acción de tutela la caracteriza su brevedad, no debe ser ajena a las reglas del debido proceso. 

Por consiguiente, es claro que el Juzgado Sexto Penal del Circuito de Pereira que tramitó la tutela y la definió con sentencia de primer grado, carecía de competencia para hacerlo, habida cuenta que el inciso 3º del numeral 1º del artículo 1° del Decreto 1382 de 2000, reiterado en el inciso 4°, artículo 2.2.3.1.2.1 del Decreto 1069 de 2015 asignó a los Jueces Municipales, en primera instancia, “las acciones de tutela que se interpongan contra cualquier autoridad pública del orden Distrital o municipal y contra particulares”. Dicha norma, bajo la cual se surtió el presente diligenciamiento, fue modificada por el artículo 1° del Decreto 1983 de 2017, el cual quedó del siguiente tenor: “1. Las acciones de tutela que se interpongan contra cualquier autoridad, organismo o entidad pública del orden departamental, distrital o municipal y contra particulares serán repartidas, para su conocimiento en primera instancia, a los Jueces Municipales […]” -negrillas de la Sala-

Considera la Sala entonces que al haber sido conocida la acción constitucional por un Juzgado con categoría de Circuito, cuando la entidad demandada lo es de carácter privado, se incurrió en una irregularidad que vulnera el debido proceso, al no ser tal funcionario el competente para su trámite, sino los Jugados Municipales, a los cuales debió ser remitida la actuación.
Si bien tal situación podría ir en contravía de la protección de los derechos de la accionante, al respecto, la Corte Suprema en decisión CSJ ATP, 12 ago. 2009, Rad. 43.613, en punto de tal situación ha expresado:

“Cabe agregar que aunque la Corte Suprema de Justicia comparte la preocupación de la Corte Constitucional expresada en auto 124 del 25 de marzo de 2009, en el sentido de que en algunos casos los “… los conflictos de competencia con base en el Decreto 1382 de 2000 ha generado que los peticionarios deban sufrir por varios meses (sic) las graves consecuencias de la presunta violación de sus derechos fundamentales mientras los distintos jueces discuten aspectos meramente procesales relacionados con las reglas de reparto; lo cual, además, es muestra de una gran insensibilidad constitucional”,  tampoco puede desconocer que tal como lo precisara en auto de 2 de junio de 2009 dentro de la radicación T-42401, “ello no implica que las autoridades judiciales y sus usuarios deban desconocer la citada reglamentación, toda vez que su inobservancia resta eficacia a la administración de justicia de cara a proteger los derechos fundamentales, pues no se puede olvidar que el Decreto 1382 de 2000 fue expedido por la necesidad cierta de ‘racionalizar y desconcentrar el conocimiento’
 de las demandas de tutela. 

Por ello, desconocer las razones y los argumentos que se tuvieron en cuenta para la expedición del referido decreto, genera efectos como el ocurrido en el caso objeto de análisis y emite un mensaje equivocado a las personas, pues  tal como se precisara en el auto aludido “las incentiva a promover demandas ante cualquier autoridad judicial, creando caos judicial que en nada ayuda a la protección inmediata de los derechos fundamentales, ni al correcto funcionamiento de la administración de justicia en el ejercicio de sus funciones ordinarias instituidas igualmente para garantizar los derechos constitucionales.”

Por lo anterior, en atención a la naturaleza de la entidad y el domicilio de la parte accionante, no cabe duda que en el presente asunto la autoridad competente para conocer de la tutela impetrada eran los Juzgados Municipales de Pereira, razón por la cual, lo procedente será declarar la nulidad de lo actuado por el Juzgado Sexto Penal del Circuito de Pereira (Rda.), sin perjuicio de las pruebas allí practicadas, y, en consecuencia, se ordenará la remisión del expediente a la Oficina Judicial para su reparto entre los Juzgados Municipales de esta capital.

6.- DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

FALLA


PRIMERO: SE DECLARA LA NULIDAD de lo actuado por el Jugado Sexto Penal del Circuito de Pereira (Rda.) a partir del auto de noviembre 14 de 2017, mediante el cual se avocó el conocimiento de la presente acción constitucional, sin perjuicio de las pruebas que hayan sido realizadas, las cuales conservarán su validez.

SEGUNDO: REMITIR por Secretaría el expediente a la Oficina Judicial para su reparto entre los Juzgados Municipales de Pereira (Rda.), de conformidad con lo dispuesto en la parte motiva de esta providencia.

TERCERO: Contra la presente decisión no procede recurso alguno.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
      JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

El Secretario de la Sala,
WILSON FREDY LÓPEZ
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